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INFORME No. 118/12
PETICIÓN 12.297
INADMISIBILIDAD

EDILBERTO TEMOCHE MERCADO
PERÚ

13 de noviembre de 2012
I.
RESUMEN

1. El 5 de mayo de 2000, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también "la Comisión Interamericana", "la Comisión" o "la CIDH") recibió una petición presentada en nombre propio por Edilberto Temoche Mercado
 (en adelante también “la presunta víctima” o “el peticionario”), en la cual se alegó la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de los derechos consagrados en los artículos 1, 5, 8, 9, 10, 11, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”).  El peticionario alegó que la presunta víctima fue destituido de forma arbitraria, ilegal e inconstitucional de su cargo de General de la Policía Nacional del Perú el 2 de enero de 1995 por el Presidente Fujimori, en su calidad de Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales, al ser pasado de la situación de actividad a la de retiro por renovación.  Señaló que tras haber obtenido a su favor una sentencia del Tribunal Constitucional el 23 de septiembre de 1997, en la que se ordenó su reincorporación al servicio activo con el mismo grado de General de la Policía Nacional del Perú (PNP) y el reconocimiento de todos sus derechos, prerrogativas y demás beneficios que le correspondían, el Estado no ha cumplido hasta la fecha con dicha sentencia judicial. 
2. El Estado, por su parte, alegó que cumplió con la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997 mediante la Resolución Suprema Nº 0109-98-IN-PNP de 16 de marzo de 1998.  Señaló que no obstante lo anterior, el 17 de marzo de 1998 el Ministerio de Interior emitió la Resolución Suprema Nº 0146-98-IN-PNP por la que se pasó al retiro al señor Edilberto Temoche Mercado, ya que conforme a los reglamentos internos de la Policía Nacional del Perú en el año 1998 el señor Temoche Mercado habría cumplido 35 años como oficial de la PNP, siendo este el tiempo máximo de servicio de los oficiales de la PNP, y contaba con 62 años de edad, motivo por el que no podía ser ascendido al grado de Teniente General ya que el límite de edad en el Grado de Teniente General era de 61 años, conforme a la legislación vigente en la época.
3. Tras analizar la información disponible, la Comisión concluyó que es competente para conocer el caso y concluye que el mismo es inadmisible de conformidad con el artículo 47(b) de la Convención Americana.  La Comisión decidió notificar el presente informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La Comisión recibió la P-12.297 el 5 de mayo de 2000 y la transmitió al Estado el 25 de julio de 2000, con el plazo de 90 días para presentar observaciones conforme al entonces vigente artículo 34 del Reglamento de la CIDH.  El Estado, mediante comunicación de fecha 20 de octubre de 2000, solicitó a la Comisión la ampliación del plazo para presentar su respuesta, la cual fue concedida por la CIDH el 8 de noviembre de 2000 por un plazo de 30 días.  La Comisión recibió una comunicación del peticionario el 27 de noviembre de 2000, a la cual acusó recibo el 15 de diciembre de 2000.  El 11 de diciembre de 2000, la CIDH recibió una comunicación del Estado en la que solicitó la concesión de una segunda prórroga para presentar su respuesta, la cual fue concedida por la CIDH el 18 de enero de 2001, por un plazo de 30 días.  El Estado presentó su respuesta a la petición inicial en comunicación de 5 de marzo de 2001, la cual fue transmitida al peticionario el 16 de marzo de 2001, con el plazo de un mes para presentar observaciones, las cuales fueron presentadas el 16 de abril de 2001.
5. El 23 de abril de 2001, la Comisión envió una comunicación al Estado y al peticionario a fin de informarles que se ponía a disposición de las partes con el objeto de lograr una solución amistosa del asunto, conforme con el artículo 48(1)(f) de la Convención Americana y el artículo artículos 45(1) y (2) del Reglamento vigente en la época.  El 18 de mayo de 2001, la CIDH recibió una comunicación del peticionario en la que se indicaba su aceptación al ofrecimiento de la Comisión de iniciar el proceso de solución amistosa. 

6. El 7 de junio de 2001, la CIDH acusó recibo al peticionario de su comunicación presentada el 16 de abril de 2001 y la envió al Estado con el plazo de un mes para presentar observaciones.  El 15 de junio de 2001, la CIDH acusó recibo de la comunicación del peticionario recibida el 18 de mayo de 2001 y la envió al Estado con el plazo de un mes para presentar observaciones.  El Estado, mediante comunicación recibida el 25 de mayo de 2001, solicitó a la Comisión la concesión de una prórroga para responder al ofrecimiento realizado por la CIDH en comunicación de 23 de abril de 2001, lo cual fue concedido por la CIDH el 27 de junio de 2001 por un plazo de 30 días.  El 11 de julio de 2001, el Estado presentó observaciones, las cuales fueron enviadas para el conocimiento del peticionario el 13 de agosto de 2001.  El 1 de agosto de 2001, el peticionario envió una comunicación a la CIDH, a la cual se acusó recibo el 22 de agosto de 2001. 
7. La Comisión recibió el 10 de septiembre de 2001, la CIDH recibió una comunicación del peticionario, la cual fue enviada al Estado el 11 de diciembre de 2001 con el plazo de un mes para presentar observaciones.  En comunicación de 1 de mayo de 2002, el Estado envió a la Comisión las observaciones solicitadas, las cuales fueron enviadas para conocimiento del peticionario el 31 de mayo de 2002.  La Comisión recibió una comunicación del peticionario el 9 de septiembre de 2002, la cual fue enviada al Estado el 23 de septiembre de 2002, con el plazo de un mes para presentar observaciones.  El Estado, en comunicación de fecha 23 de octubre de 2002, solicitó a la CIDH la concesión de una prórroga para presentar observaciones, la cual fue concedida por la CIDH el 11 de febrero de 2003 por un plazo de 20 días, siendo presentadas el 13 de marzo de 2003.  La Comisión acusó recibo de la comunicación del Estado de 13 de marzo de 2003, el 19 de marzo de 2003.  
8. El Estado envió una comunicación de fecha 5 de mayo de 2011 a la CIDH, la cual fue enviada al peticionario el 2 de junio de 2011. El peticionario presentó observaciones en comunicación de 27 de junio de 2011, las cuales fueron enviadas al Estado el 29 de julio de 2011 con el plazo de un mes para presentar observaciones.  La CIDH recibió una comunicación del peticionario el 17 de octubre de 2011, la cual fue enviada al Estado el 9 de noviembre de 2011 con el plazo de un mes para presentar observaciones.  El 13 de diciembre de 2011, la CIDH recibió una comunicación del Estado, la cual fue enviada al peticionario con el plazo de un mes para presentar observaciones.  La Comisión recibió las observaciones del peticionario el 11 de mayo de 2012, las cuales fueron enviadas al Estado el 4 de junio de 2012, con el plazo de un mes para presentar observaciones.  El 5 de julio de 2012, el Estado solicitó la concesión de una prórroga para responder a las observaciones del peticionario, la cual fue concedida por la CIDH mediante comunicación de 9 de julio de 2012. El Estado presentó sus observaciones el 14 de agosto de 2012, las cuales fueron enviadas para conocimiento del peticionario el 10 de octubre de 2012.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición del peticionario
9. El peticionario indica que el señor Edilberto Temoche Mercado es un General de la Policía Nacional del Perú (PNP) en situación de retiro, ya que el Presidente de la República, Alberto Fujimori, en su condición de Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales dispuso su pase de la situación de actividad a la retiro por renovación a partir del 1 de enero de 1995, tiempo en el que le correspondía (a partir del 1 de enero de 1995) ser promovido al grado inmediato superior, es decir, al de Teniente General de la PNP.  El peticionario señala que con anterioridad a su pase al retiro, la presunta víctima se desempeñaba como General de la PNP en el Ministerio del Interior, bajo la jefatura del General de División del Ejército Juan Briones Davila.
10. El peticionario indica que tras ser informado de su pase al retiro mediante memorando de fecha 26 de diciembre de 1994, el señor Edilberto Temoche Mercado interpuso un recurso de amparo y que el 23 de septiembre de 1997, el Tribunal Constitucional expidió una sentencia en la que ordenó su reincorporación al servicio activo con el mismo grado de General de la PNP y el reconocimiento de todos sus derechos, prerrogativas y demás beneficios que le correspondían, ya que no se acreditó en el juicio de la Acción de Amparo de parte del Ministerio de Interior la existencia documentada de una evaluación técnica, objetiva e imparcial de la trayectoria y servicios prestados por el recurrente a la Institución Policial, quien por su tiempo de servicios y edad, al momento de su pase al retiro, estaba habilitado para continuar en la carrera policial.  El peticionario alega que esta sentencia no se ha cumplido a la fecha, y por tanto no ha recibido sus beneficios, prerrogativas y demás derechos establecidos en la misma, a pesar de que esta sentencia fue presentada por el Estado peruano como una sentencia ejemplar ante la Comisión Interamericana en su 98º periodo ordinario de sesiones, celebrado en el año 1999.  El peticionario indica que la anterior sentencia fue publicada el 8 de enero de 1998 en el Diario Oficial “El Peruano”.
11. El peticionario señala que en mérito a la sentencia expedida por el Tribunal Constitucional, el Ministerio del Interior emitió la R.S. Nº 019-98-IN PNP el 16 de marzo de 1998, la cual disponía su reincorporación al servicio activo en la PNP a partir del 31 de diciembre de 1997.  El peticionario alega que esta resolución es inconstitucional por contravenir el principio constitucional de irretroactividad de las leyes, con base en los artículos 103 y 205 de la propia Constitución, ya que la resolución debería haber dispuesto su reincorporación a partir del día siguiente de la publicación de la sentencia del Tribunal Constitucional en el Diario Oficial “El Peruano”, es decir, a partir del 9 de enero de 1998.
12. Indicó que la anterior sentencia no se cumplió, ya que el 17 de marzo de 1998 el Ministerio de Interior expidió la R.S. 0146-98-IN-PNP por la que se dispuso nuevamente el cese de la presunta víctima en el servicio activo y su pase al retiro por haber cumplido 35 años de servicio reales a la PNP. El  peticionario señala que esta resolución es falsa porque a esa fecha solamente había cumplido 32 años y 2 días de servicios reales prestados al Estado, tal y como lo corrobora el Informe No. 029-94-DRPS-PNP.  El peticionario indica que la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997 no ordenó contabilizar como tiempo de servicios a favor del señor Temoche Mercado los periodos de tiempo que estuvo en retiro y en pleno litigio
13. El peticionario alega que el señor Edilberto Temoche Mercado presentó numerosos recursos ante el Juzgado Corporativo Transitorio Especializado para la ejecución de la sentencia del TC de 23 de septiembre de 1997, el 2 y 12 de febrero, 2, 6, 7, 20 y 22 de abril, 4 y 25 de mayo de 1998. El peticionario señala que la Sala Civil Transitoria Especializada en Derecho Público mediante Resolución de fecha 21 de mayo de 1998 declaró improcedente su solicitud. Señala que esta resolución fue confirmada en apelación por la Sala Civil Transitoria Especializada de Derecho Público el 31 de agosto de 1998. Indica que la presunta víctima impugnó las R.S. Nº 109-98 y 0146-98-IN-PNP ante la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de la República (Exp. Nº 280-99) en la vía administrativa sin éxito, e interpuso una acción de cumplimiento en julio de 1999 ante el Primer Juzgado Corporativo Transitorio Especializado de Derecho Público, el cual fue declarado improcedente mediante Resolución de fecha 3 de septiembre de 1999 por parte de la Sala Transitoria de la Corte Suprema de la República (Exp. 1587-99).
14. El peticionario alega que al producirse el cese del señor Temoche el 1 de enero de 1995 se frustraron sus expectativas de ascender al grado inmediato superior, esto es, a Teniente General de la PNP, que es la máxima jerarquía en la Institución Policial y con enormes posibilidades a corto plazo de ocupar el cargo de Director de la PNP.  El peticionario señala que el señor Temoche Mercado nunca tuvo una sanción disciplinaria desde el grado de Alférez hasta el grado de General de la PNP, e incluso estando en situación de retiro fue condecorado con el máximo grado de “Gran Cruz” de la PNP por servicios meritorios.  Señala que desde su cese en diciembre de 1994 hasta la fecha, el señor Timoche Mercado ha venido soportando un grave daño en el orden moral, personal, al buen nombre, profesional, económico y familiar.
B. Posición del Estado

15. Como antecedentes, el Estado indica que el señor Temoche Mercado presentó una acción de amparo solicitando que se declarara nula y sin efecto la Resolución Suprema Nº 0932-94-IN-PNP de 26 de diciembre de 1994, en la cual se dispuso su cese por renovación de personal a partir del 2 de enero de 1995.  El Estado señala que el Tribunal Constitucional declaró fundada la acción de amparo el 23 de septiembre de 1997, y ordenó la incorporación del señor Edilberto Temoche Mercado al servicio activo con el mismo grado de General de la PNP y el reconocimiento de todos sus derechos, prerrogativas y demás beneficios al cargo en el servicio activo, lo que se habría ordenado mediante la Resolución Suprema Nº 0109-98-IN-PNP de 16 de marzo de 1998.
16. El Estado explica que mediante Resolución Suprema Nº 0146-98-IN-PNP de 17 de marzo de 1998, se dispuso su pase al retiro a partir del 1 de enero de 1998 por cuanto la presunta víctima había cumplido 35 años como oficial de la PNP, tiempo máximo de servicio para un oficial de la PNP conforme a los artículos 50 inc. b) y 52
 del Decreto Legislativo Nº 745 de 8 de noviembre de 1991 – Ley de Situación de Personal de la PNP.  El Estado alega que el artículo 50 inciso b) de la Ley 745 establece que el personal policial pasará a la situación de retiro al cumplir 35 años de servicio como oficial, con excepción del Director General de la PNP.  
17. El Estado indica que conforme a los reglamentos internos de la PNP, la contabilización de los años de servicio en el presente caso se realizó desde el año 1963 con base en la hoja de vida del señor Temoche Mercado, por lo que a partir del año 1998 el Ministerio de Interior estaba en todas sus facultades para pasarlo al retiro.  El Estado indica que conforme a la hoja personal del señor Temoche Mercado, éste ingresó en la Escuela Nacional de Investigación Policial el 2 de abril de 1959 y obtuvo la Clase de Vigilante mediante Resolución Suprema Nº 2134 de 1 de enero de 1963. El Estado alega que, adicionalmente, era imposible su reincorporación física en el servicio activo mediante ascenso real y activo al grado de Teniente General de la Policía Nacional del Perú, ya que sería contrario a lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley Nº 28857, que establece que el límite de edad en el Grado de Teniente General es de 61 años y el señor Temoche Mercado tenía 62 años de edad, además de más de 35 años de servicio como oficial de la PNP al 16 de marzo de 1998. 
18. El Estado argumenta que la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997 al declarar inaplicable la Resolución Suprema de 1994 por la cual fue cesada la presunta víctima, tuvo como efecto que la relación jurídica entre la presunta víctima y el Estado nunca varió, es decir, que el señor Temoche Mercado siempre mantuvo su condición de General de la PNP incluso cuando no estuvo efectivamente trabajando para la PNP. Alega que en consecuencia, el señor Timoche Mercado cumplió 35 años efectivos de servicio, contabilizando el periodo de tiempo en el que no trabajó efectivamente el 1 de enero de 1998.  Señala que con base en el anterior fundamento se emitió la Resolución Suprema de 17 de marzo de 1998 por la que se le pasó al retiro al señor Temoche Mercado por regularización, y que esta resolución es válida en tanto no ha sido declarado de otro modo por los tribunales peruanos.

19. El Estado indica que tras emitirse la resolución de 17 de marzo de 1998 la presunta víctima interpuso tres acciones en contra del Estado-PNP: una acción de amparo, una acción de impugnación de resolución y, una acción de cumplimiento. 
20. En relación al recurso de amparo interpuesto por el peticionario, el Estado señala que la presunta víctima solicitó al Juzgado de Derecho Público en ejecución de sentencia que se dispusiera su reincorporación física al momento del cese, así como ser incluido en el Cuadro de Mérito y ser promocionado para ascenso al grado inmediato superior.  Indica que el Juzgado de Derecho Público mediante resolución de fecha 21 de mayo de 1998, declaró improcedente su solicitud. Señala que el señor Temoche Mercado interpuso contra esa resolución recurso de apelación, el cual fue resuelto el 31 de agosto de 1998 por la Sala Especializada de Derecho Público, la cual confirmó la sentencia apelada y ordenó que se archivara el expediente.  Indica que la presunta víctima se opuso al archivamiento, lo cual fue declarado improcedente por el juzgado y que posteriormente presentó un recurso de apelación en contra del archivo, el cual fue resuelto el 29 de mayo de 2000 por la Sala Especializada de Derecho Público, confirmando la resolución en alzada.  El Estado señala que la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997 no dispuso que se le otorgara el grado inmediato superior de Teniente General de la PNP.
21. En cuanto a la demanda de impugnación de la Resolución Suprema de 16 de marzo de 1998, el Estado señala que la presunta víctima interpuso una demanda ante la Sala Civil transitoria de la Corte Suprema en contra del Estado en la cual solicitó que se declarara nula la anterior Resolución por no haberse ejecutado su reincorporación, y solicitó igualmente que se dejara sin efecto la R.S. de 17 de marzo de 1998, por la que se le pasó al retiro por cumplimiento de 35 años de servicio.  El Estado indica que esta acción fue declarada improcedente por lo que fue apelada por el señor Temoche Mercado.  Señala que la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de la República confirmó la resolución apelada el 31 de mayo de 2000.

22. El Estado informa que la presunta víctima, adicionalmente, presentó una acción de cumplimiento de la Resolución Suprema de 16 de marzo de 1998 ante el Juzgado Especializado en Derecho Público, a fin de que se cumpliera con su reincorporación al servicio activo en la PNP, la cual fue declarada improcedente el 3 de septiembre de 1998, por lo que fue apelada por el señor Temoche Mercado.  Indica que dado que el 14 de abril de 2000, la Sala Especializada de Derecho Público rechazó la apelación interpuesta, la presunta víctima interpuso un recurso extraordinario, el cual fue resuelto por el Tribunal Constitucional el 20 de diciembre de 2000, declarando nula la resolución traída a consulta y disponiendo que se repusiera la causa para que la Sala Especializada en Derecho Público resolviera conforme a derecho, estando a julio de 2001 pendiente de resolverse tal resolución.
23. En definitiva, el Estado alega que ha cumplido con lo dispuesto por el Tribunal Constitucional en su sentencia de 23 de septiembre de 1997 mediante la adopción de la R.S. Nº 109-98-IN-PNP de 16 de marzo de 1998, debiendo la presunta víctima iniciar los trámites administrativos correspondientes ante el Ministerio de Interior a fin de que se le reconozcan los beneficios que por Ley le corresponden.  El Estado alega que en realidad lo que el peticionario cuestiona no es la falta de cumplimiento de la sentencia sino la forma de redacción de la Resolución que da cumplimiento a la sentencia, al señalar que la misma no es suficiente para dar cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal Constitucional, sin ofrecer suficientes argumentos legales que amparen su afirmación.
24. En relación al ofrecimiento de la CIDH para iniciar el procedimiento de solución amistosa, el Estado contestó en el año 2001, que estando en los días finales el Gobierno de Transición Democrática consideraba que correspondía al nuevo Gobierno la decisión de iniciarlo o no.   
25. Posteriormente, en el año 2011 el Estado solicitó a la CIDH que archive la presente petición al haberse encontrado durante 8 años (desde el año 2002) sin ningún tipo de actividad procesal por parte del peticionario y por tratarse de un reclamo inadmisible.  

26. Adicionalmente, el Estado alegó que a la Comisión no se le confirió la categoría de la denominada “cuarta instancia” en la Convención Americana, por lo que el peticionario no puede pretender que la Comisión revise los fallos dados en sede nacional y dictados bajo las reglas del debido proceso, ya que por regla general es tarea de los tribunales peruanos (tanto civiles, laborales, penales y administrativos) evaluar e interpretar normas internas dentro del marco de legalidad.
27. El Estado indica que si bien la presunta víctima alega que se le ha generado un daño moral en su vida profesional, personal, familiar, a la sociedad y a la institución, esto no ha sido probado en ningún momento. 

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

28. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes Perú se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. Por otro lado, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

29. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.  La CIDH tiene competencia ratione temporis por cuanto los hechos alegados en la petición tuvieron lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana ya se encontraba vigente para el Estado peruano.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae porque en la petición se denuncian violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

B.
Agotamiento de los recursos internos  y caracterización 
30. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. 
31. La Comisión nota que el Estado peruano durante el trámite de la petición no presentó la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos. Tomando en cuenta el desistimiento tácito del Estado, la Comisión analizará el agotamiento de los recursos internos a la luz de la información que obra en el expediente.
  
32. La Comisión observa, conforme consta en el expediente, que tras publicarse la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997 en el Diario Oficial “El Peruano” el 8 de enero de 1998, la cual ordenaba la reincorporación al servicio activo del señor Temoche Mercado con el mismo grado de General de la PNP y el reconocimiento de todos sus derechos, prerrogativas y demás beneficios que le correspondían, el 14 de enero de 1998 el peticionario presentó un escrito al Ministro del Interior en el que solicitó la ejecución de la sentencia del Tribunal Constitucional mediante su reincorporación a la PNP con el grado de General de la PNP y señaló que el reconocimiento de todos sus derechos, prerrogativas y demás beneficios a su grado en el servicio activo implicaba lo siguiente:

a. Volver a ocupar el mismo lugar que tenía al momento del cese en el Cuadro de Méritos del Escalafón Policial de Oficiales Generales correspondientes al año 1994.

b. Ser promocionado nuevamente al grado inmediato superior que se correspondería por méritos propios, es decir, a Teniente General de la PNP.

c. La inaplicabilidad por las circunstancias especiales del caso de los artículos 50.a)
 y 51.d)
 del Decreto Legislativo 745 que califica la edad límite como causal de retiro en el grado correspondiente, hecho que se ameritará al momento de ser promocionado, dado que estaré fuera del alcance de dichas normas.

d. El reconocimiento de mi tiempo de servicios computándose como tal y de manera efectiva el tiempo transcurrido hasta mi reincorporación al servicio activo.

33. La Comisión observa que el 16 de marzo de 1998, el Ministerio de Interior emitió la R.S. Nº 0109-98-IN-PNP, la cual dispuso la reincorporación del señor Temoche Mercado al servicio activo en la PNP a partir del 31 de diciembre de 1997 y, que el 17 de marzo de 1998, al día siguiente, el Ministerio de Interior expidió la R.S. 0146-98-IN-PNP por la que se dispuso el paso de la presunta víctima al retiro a partir del 1 de enero de 1998, por haber cumplido 35 años de servicio reales a la PNP, con base en los artículo 50.b) y 52 del Decreto Legislativo 745.
34. La Comisión observa que el peticionario presentó una acción de cumplimiento de la Resolución Suprema de 16 de marzo de 1998 ante el Juzgado Especializado en Derecho Público a fin de que se cumpliera su reincorporación, la cual fue declarada improcedente el 3 de septiembre de 1998, por lo que fue apelada por el peticionario.  Consta igualmente que dado que el 14 de abril de 2000, la Sala Especializada de Derecho Público rechazó la apelación interpuesta, el peticionario presentó un recurso extraordinario, el cual fue resuelto por el Tribunal Constitucional el 20 de diciembre de 2000, declarando nula la resolución traída a consulta y disponiendo que se repusiera la causa para que la Sala Especializada en Derecho Público resolviera a derecho.  La Comisión no ha sido informada a la fecha acerca si una nueva resolución fue adoptada posteriormente o no y en caso afirmativo, cuál fue su contenido.  
35. La Comisión nota, que el señor Temoche Mercado presentó adicionalmente una acción de amparo e impugnó la Resolución Suprema de 16 de marzo de 1998, y que estas acciones fueron rechazadas por los tribunales internos. En relación a la acción de amparo interpuesta por el señor Temoche Mercado, consta en el expediente que la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público declaró improcedente lo solicitado por la presunta víctima y ordenó su archivo el 31 de agosto de 1998, al considerar que la Resolución del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997 se cumplió en toda su extensión por parte del Ministerio de Interior mediante la R.S. 0109-98-IN-PNP de 16 de marzo de 1998, ya que se habían repuesto las cosas al estado anterior a la afectación de derechos constitucionales. En vista de lo anterior, la CIDH considera que la petición satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.

36. La Comisión recuerda que el artículo 47.b) de la Convención establece que declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.  
37. En el presente caso, el peticionario alega que el Estado no cumplió con la sentencia del TC de 23 de septiembre de 1997 y por tanto no ha recibido sus beneficios, prerrogativas y demás derechos establecidos en la misma. El Estado, por su parte, alega que ha cumplido con lo dispuesto por el Tribunal Constitucional mediante la adopción de la R.S. 109-98-IN-PNP de 16 de marzo de 1998, por lo que el señor Temoche Mercado debería de iniciar los trámites administrativos correspondiente ante el Ministerio de Interior a fin de que se le reconozcan a la presunta víctima los beneficios que por ley le corresponden. Al respecto, el Estado alega que lo que el peticionario cuestiona no es la falta de cumplimiento de la sentencia de 23 de septiembre de 1997 sino su inconformidad sobre cómo se cumplió la sentencia.  El Estado alega que la R.S. de 17 de marzo de 1998, por la que se pasó al retiro al señor Temoche Mercado por haber cumplido 35 años efectivos de servicio, es válida en tanto no ha sido declarada de otro modo por los tribunales peruanos. 

38. La Comisión observa que la pretensión de las acciones presentadas por la presunta víctima tuvieron como finalidad que se contabilizara, al momento de su reincorporación en el año 1998, su tiempo de servicio activo en 32 años y dos días, es decir, el tiempo de servicio en actividad que había acumulado hasta el 2 de enero de 1995, momento en el que fue pasado al retiro, y que no se le aplicara el límite de edad establecido en la legislación policial.  La Comisión nota que frente a la anterior interpretación, en la Resolución Suprema Nº 0146-98-IN-PNP de 17 de marzo de 1998 se estableció el pase al retiro del señor Temoche Mercado desde el 1 de enero de 1998, por haber cumplido en esta fecha 35 años de servicio y que, tal y como señala el Estado, esta resolución ha sido declarada válida por los tribunales peruanos.
39. En el marco del sistema de peticiones previsto en el artículo 44 de la Convención Americana, la CIDH es competente para analizar la compatibilidad de leyes, políticas o prácticas con los derechos de una persona bajo el referido instrumento internacional. Sin embargo, en la presente petición la cuestión presentada, en primer lugar en la jurisdicción interna y posteriormente ante la CIDH, se centra sobre el alcance del cumplimiento de la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997. La Comisión toma nota que la presunta víctima solicitó a las autoridades que en la ejecución de la sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de septiembre de 1997, se aplicaran dos excepciones: la relativa a la edad límite de 61 años, así como la relativa al reconocimiento del tiempo de servicios, debido a los años en los que estuvo en situación de retiro. En ausencia de otros alegatos bajo la Convención, el cómputo realizado por el Estado no implica una posible violación de las garantías de la Convención. En este sentido, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
.  La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.  
40. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las alegaciones y elementos de hecho aportados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento.    

41. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención Americanas
.
 
V.
CONCLUSIÓN
42. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible, por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención. En consecuencia,
43. Dadas las consideraciones de hecho y de derecho que anteceden,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:


1. 
Declarar inadmisible el presente caso.


2.
Notificar de esta decisión a las partes.


3. 
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 13 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� En la petición inicial, el señor Edilberto Temoche Mercado extendió su representación al abogado Fermín Santiesteban Chavez.


� El Estado indica que el artículo 52 del Decreto Legislativo 745 señala: “El Oficial de la Policía Nacional del Perú, al cumplir 35 años de servicio como tal, sea cualquiera la clasificación que le haya correspondido por la naturaleza y/o condición en el servicio pasará a la Situación de Retiro, con excepción del Director General de la Policía Nacional del Perú, que se regirá por las disposiciones del artículo del presente Decreto Legislativo”.


� CIDH, Informe Nº 44/09, Petición 12.161, Perú, Ciro Abdías Bodero Arellano, 27 de marzo de 2009, párr. 26; Informe Nº 41/09, Petición 459-03, Roberto Villeda Arguedas y otros, Guatemala, 27 de marzo de 2009, párr. 33; Informe Nº 107/06, Petición 12.318, Perú, Jorge Teobaldo Pinzás Salazar, 21 de octubre de 2006, párr. 28.


� Artículo 50.a) del Decreto Legislativo 745.- “El Personal Policial pasará a la Situación de Retiro por cualesquiera  de las causales siguientes: a) Límite de edad, con excepción del Director General de la Policía Nacional del Perú”. 


� Artículo 51.d) del Decreto Legislativo 745: Artículo 51o.- La edad límite para pasar a la Situación de Retiro es variable, de acuerdo a la escala siguiente: a) Para Oficiales Policiales: - Teniente General  60 años”. 


� CIDH, Informe Nº 27/07, Petición 12.217, Perú, José Antonio Aguilar Angeletti, 9 de marzo de 2007, párrs. 41 y 43; e Informe Nº 39/05, Petición 792-01, Perú, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, 9 de marzo de 2005, párrs. 52 y 54.


� CIDH, Informe Nº 45/04, Petición 369-01, Perú, Luis Guillermo Bedoya de Vivanco, 13 de octubre de 2004, párr. 41; Informe Nº 16/03, Petición 346-01, Ecuador, Edison Rodrigo Toledo Echeverría, 20 de febrero de 2003, párr. 38; Informe Nº 122/01, Petición 15-00, Argentina, Wilma Rosa Posadas, 10 de octubre de 2001, párr. 10; e Informe Nº 39/96, Caso 11.673, Argentina, Santiago Marzioni, 15 de octubre de 1996, párr. 71.


� CIDH, Informe Nº 42/09, Petición 443-03, Perú, David José Ríos Martínez, 27 de marzo de 2009; Informe Nº 87/05, Petición 4580/02, Perú, 24 de octubre de 2005; Informe Nº 73/99, Caso 11.701, México, de 4 de mayo de 1999; Informe Nº 24/99, Caso 11.812, México, de 9 de marzo de 1999; e Informe Nº 82/98, Caso 11.703, Venezuela, 28 de septiembre de 1998, entre otros.
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